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SALUD / UROLOGÍA / INTERNA / CONCEDE – MODIFICA -  En el presente asunto se evidencia que luego de las revisiones médicas por parte de galeno adscrito al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, se le ordenó consulta por la especialidad de urología a la señora AdeJHQ, profesional que a su vez dispuso la práctica de valoración especializada  y diversos exámenes -urodinamia estándar,  y dilatación de uretra por uretrotomia externa- , al habérsele diagnosticado “OTRAS CISTÍTIS CRÓNICAS”, pero aun así se puede apreciar que entre el momento en que dichos procedimientos le fueron ordenados -mayo 9 de 2017- y hasta la fecha de interposición de la acción constitucional -febrero 01 de 2018- los mismos al parecer no le habían sido autorizados, lo que por supuesto ameritó la inconformidad de la interna. 

(…)
Se aprecia entonces, sin lugar a equívoco alguno, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, lo cual se realiza por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se efectúa la contratación para el cuidado médico de dicha población, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que la USPEC no pierde la condición de principal obligada en velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Así mismo el Centro de Reclusión también juega un papel de importancia, por cuanto es allí donde se deben adelantar las gestiones pertinentes, no solo para pedir a través del contac-center del Consorcio las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas, citas médicas, procedimientos, o tratamientos que le sean prescritas a las internas, sino la posterior remisión de la enferma a las IPS donde será atendida.

En este caso se aprecia que aunque a la señora AdeJHQ desde mayo 9 de 2017 se le ordenaron varios procedimientos -Urodinamia estándar, consulta especializada en Urología,  dilatación de uretra por uretrotomia externa-, y pese a que al parecer enviaron tales requerimientos a la FIDUPREVISORA para su autorización, ninguna otra gestión se realizó por parte de la Reclusión de Mujeres para que estos se concretaran y tan solo  con ocasión de la interposición de esta acción constitucional se logró tal cometido, por lo que se advierte que la gestión de dicho centro carcelario también fue ineficiente.

Se observa entonces que todas esas entidades deben obrar de manera articulada, y en el ámbito de sus competencias, para lograr no solo que a la señora AdeJHQ, sino a la totalidad de la población privada de la libertad, se le brinde la atención médica que requiera. En consecuencia, no debió la señora juez apenas exhortar a la USPEC para que brindara la colaboración necesaria, sino que debió impartirle una orden en tal sentido, y por ende esta Corporación modificará el fallo confutado en consonancia con lo que se ha plasmado con antelación, habida cuenta del papel que en estos asuntos tiene la USPEC, como se tiene decantado jurisprudencialmente.

Ahora bien, ante la inconformidad que esgrimieron los impugnantes con respecto a la orden de la juez al disponer el tratamiento integral para la patología que padece la actora, debe decir la Sala que la misma no puede quedar desprovista por tanto de la posibilidad que se le otorgue un cuidado médico eficiente, máxime cuando la dolencia que padece puede mutar en una de mayor gravedad y por ende se considera imperativo que frente a dicha situación especial, por parte de los actores del sistema de salud de la población carcelaria, se den los pasos necesarios para garantizar que la atención en salud de la señora AdeJHQ sea oportuna, eficaz y principalmente continua.
                                         REPÚBLICA DE COLOMBIA
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                                                   RAMA JUDICIAL 

TRIBUNAL SUPERIOR DE PEREIRA
       SALA de decisión PENAL

             Magistrado Ponente 

     JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Pereira, once (11) de abril de dos mil dieciocho (2018)

                                                                   Acta de Aprobación No. 312
                                                    Hora: 11:20 a.m.
1.- VISTOS 

Desata la Sala por medio de este proveído la impugnación interpuesta por el apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL-2017, y el jefe de la Oficina Jurídica de la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -en adelante USPEC- contra el fallo de tutela proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), con ocasión de la acción de amparo promovida por la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES.
2.- DEMANDA 

Lo sustancial de los hechos que plantea la señora HIGUITA QUIÑONES se pueden concretar así: (i) fue condenada a la pena de 180 meses de mediante sentencia de enero 29 de 2014 y actualmente se encuentra en la Cárcel La Badea de Dosquebradas (Rda.); (ii) en mayo de 2017 y previa valoración médica, le fue ordenada con urgencia una cita en la especialización de urología, sin que a la fecha se le hubiera informado sobre el trámite o autorización pertinente, pese a haber transcurrido algo más de ocho meses; (iii) actualmente requiere valoración y tratamiento, ya que sus dolencias son intensas, presenta constantes infecciones y aunque su diagnóstico era nefrolitiasis (síntomas en el riñón) hace aproximadamente un año empeoró a hidronefrosis bilateral que le puede comprometer el riñón y quedar expuesta a una diálisis renal, así como sufrir riesgo de pancreatitis al producir altos niveles de grasa su organismo; y (iv) en mayo 9 de 2017 se le prescribió un examen denominado “Urodinamia” que aunque le fue practicado, lleva siete meses sin ir ante el galeno para que analice el resultado, lo que igualmente sucedió con el examen de creatinina, sin que a la fecha se realicen uno nuevo para seguimiento y control, lo cual evidencia la negligencia de los encargados de brindar la atención en salud a las personas privadas de la libertad.

Solicita se tutelen su derecho fundamental a la saludes y se le ordene a las entidades accionadas que dispongan las autorizaciones y servicios médicos especializados en el área de urología.
3.- TRÁMITE Y FALLO 

3.1.- El juzgado de conocimiento admitió la acción constitucional y corrió traslado de la misma a la Dirección de la Reclusión de Mujeres La Badea, a la FIDUPREVISORA, al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL  y vinculó a la Dirección General del INPEC y a la USPEC, quienes al respecto así se pronunciaron:

 - El Coordinador del Grupo de Tutelas del INPEC, informa que dicha entidad no tiene responsabilidad y competencia legal para solicitar citas médicas, con especialistas o prestar servicio de salud para las personas privadas de la libertad, ya que la misma recae en la USPEC, Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017.  Pide se declare la carencia de legitimación por pasiva, se desvincule del presente trámite y se exhorte a dicha entidades para que brinden el servicio a la población reclusa en la Reclusión de Mujeres de la Badea, en especial el tratamiento de la  señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES.

- La Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira, indica que la prestación del servicio de salud para el personal recluso corresponde a la USPEC y a las autoridades carcelarias les corresponde desplegar todas las acciones administrativas para que estos sean trasladados para tales actividades, y en ese sentido se han realizado las actuaciones pertinentes ante la FIDUPREVISORA y demás entidades a las que ha debido dirigirse para garantizar el derecho a la salud de la señora HIGUITA QUIÑONES, las cuales procede a relacionar.   Agrega que el INPEC tiene la obligación de velar por el bienestar de los internos, pero el presupuesto para la atención en salud, infraestructura, alimentación, etc., está en cabeza de la USPEC. Pide su desvinculación de esta tutela.
- El apoderado judicial del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 –integrado por las sociedades Fiduprevisora S.A. y Fiduagraria S.A.- señala que carece de legitimación en la causa al no tener competencia alguna para la prestación de los servicios médico-asistenciales, la cual está reservada a las IPS o a las ESE y demás entidades que conforman el Sistema General de Seguridad Social en Salud. Luego de hacer alusión al proceso de atención en salud a la población privada de la libertad, y frente al caso en concreto expresa que  dicho Consorcio ha contratado la red de servicios intramural y extramural del centro de Reclusión de Mujeres de Pereira que ha permitido al contac-center expedir las autorizaciones en salud que requieren los internos, previa orden médica, por lo cual  los centros carcelarios sin necesidad de requerir al Consorcio deben realizar las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas y en este caso se haya autorizada consulta con control por urología,  Pide su desvinculación del trámite.

- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la USPEC, expresa que la asistencia en salud que pide la actora, corresponde prestarla al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, quienes tienen la obligación de adoptar las medidas necesarias para velar por el servicio reclamado  y no es procedente la vinculación de la USPEC, de la cual hace alusión a la legislación que la regula y a jurisprudencia que así lo ratifica.  Pide su desvinculación de este asunto.
3.2- Culminado el término constitucional, la juez a quo profirió decisión en febrero 15 de 2018 por medio de la cual amparó los derechos fundamentales a la vida, salud y dignidad humana de la señora ANDREA DE JESÚS HIQUITA QUIÑONES, y por consiguiente ordenó: (i) que la Dirección de la Reclusión de Mujeres, dentro de las 48 horas siguientes, adopte las medidas necesarias ante la USPEC, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL –FIDUPREVISORA- para que se provea los procedimientos, citas e insumos que requiere la afectada, así como las que llegare a necesitar y tenga relación con la patología que padece para que reciba un tratamiento integral; (ii) que el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, que suministre los recursos, contrate y adelante las demás gestiones administrativas para que dentro de las 48 horas siguientes, puedan ser autorizados los procedimientos, citas e insumos que demande el cuidado integral de la accionante, y (iii) se requiere a la Dirección Nacional del INPEC y a la USPEC, para que presten la colaboración necesaria y verifiquen que las internas se les brinde un servicio de salud de forma eficaz y oportuna.

4.- IMPUGNACIÓN

Inconformes con el fallo, por parte del Fondo de Atención en Salud PPL 2017 y la USPEC, se pronunciaron de la siguiente manera:

- El apoderado judicial del Fondo de Atención en Salud PPL-2017, manifiesta que dicha entidad es una fiduciaria, que tiene por objeto contratar y administrar los recursos del Fondo Nacional, y por ende no debe ordenarse la materialización de la consulta en conjunto con otras entidades vinculadas, ya que cada una cumple un rol diferente. Para el caso en concreto el servicio de salud es prestado directamente por las IPS contratadas por el Consorcio y por ende lo referido en el numeral 3° de la parte motiva del fallo, en cuanto a la solicitud de citas, las mismas las realiza el establecimiento penitenciario y por ende la orden debe dirigirse a este. En cuanto al tratamiento integral, estima que no es competencia del juez de tutela disponerlo, ya que este debe acompañarse de una prescripción del galeno tratante, al no ser posible reconocer mediante órdenes judiciales prestaciones futuras e inciertas. Solicita se modifique el fallo por lo mencionado y se desvincule del trámite.

- El Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la USPEC, aduce que lo expuesto ante el juez de primera instancia no fue tenido en cuenta, ya que su factor funcional les prohíbe garantizar los servicios médicos en salud, toda vez que a quien le corresponde es al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, ya que la relación entre ambos es meramente contractual y no de subordinación. Para el caso en concreto solamente tendría que vincularse al referido Consorcio, a quien le corresponde prestar el cuidado integral en salud a la accionante, sin entender porque se procede así con la USPEC; no obstante se han desplegado diversas acciones ante el representante legal del Consorcio para acatar el fallo de tutela.  Pide se revoquen los numerales segundo, tercero y cuarto del fallo y se desvincule de esta acción, al no ser competentes para asumir funciones que están por fuera de lo estipulado en el decreto de creación, lo cual va en contravía de la Constitución.

5.- POSICIÓN DE LA SALA

Se tiene competencia para decidir la impugnación incoada contra la sentencia proferida por Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.), de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 86 y 116 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591/91 y 1º del Decreto 1382/00, modificado por los Decretos 2591/91 y 1983 de 2017.

5.1.- Problema jurídico planteado
Corresponde al Tribunal establecer el grado de acierto o desacierto que contiene el fallo opugnado, en cuanto tuteló los derechos de la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES. De acuerdo con el resultado, se procederá a tomar la determinación pertinente, ya sea convalidando la decisión, modificándola o revocándola, como lo pide la impugnante. 
5.2.- Solución a la controversia
La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

En este trámite la juez de primera instancia luego del análisis previo, consideró que existía vulneración de las prerrogativas reclamadas por la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES, quien se encuentra en una condición de especial sujeción con el Estado por estar privada de la libertad en la Reclusión de Mujeres de Pereira a raíz de la pena de prisión impuesta, y quien a raíz de su estado requería valoraciones por especialista en urología, así como otros exámenes que le fueron prescritos por dicho profesional, con el fin de que se adelante el procedimiento médico que requiere para mejorar su salud y su calidad de vida en el interior del penal.
En principio debe indicarse que la afectada es un sujeto de especial protección, pues se trata de una persona que está privada de su libertad y por  ende se encuentra en una especial relación de sujeción con el Estado, en particular con las autoridades legalmente constituidas para dirigir dichos establecimientos, vista la clara situación de subordinación en la que se halla. Al respecto, el máximo Órgano en materia constitucional ha referido
:

“Esta Corporación ha considerado la salud como un derecho fundamental autónomo con especial énfasis cuando se trata de amparar a sujetos de especial protección como los discapacitados y los reclusos en establecimientos penitenciarios y carcelarios, entre otros. Respecto de la atención en salud de las personas recluidas en estos establecimientos la Ley 65 de 1993, o Código Penitenciario y Carcelario, señala la responsabilidad y obligación estatal de asumir la prestación y atención en salud de toda la población carcelaria y establece las formas bajo las cuales ésta se debe desarrollar. La atención médica debe llevarse a cabo de manera oportuna, adecuada y efectiva, toda vez que el pleno goce del derecho fundamental a la salud de los internos depende de la oportuna y eficiente gestión del Estado en la prestación de la misma”.

Si bien es cierto, la acá accionante se encuentra privada de su libertad, lo que implica que algunos de sus derechos se ven limitados por causa de la sanción penal que le fuera impuesta, otros permanecen incólumes y es deber del Estado velar que los mismos sean debidamente garantizados, entre los cuales se encuentra sin lugar a dudas el derecho fundamental a la salud, como desde otrora lo tiene sentado la Corte Constitucional
.

“Por la salud del interno debe velar el sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, conservación y recuperación de su salud. […]

 

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura.

De igual forma, la jurisprudencia ha señalado frente al derecho fundamental a la Salud de las personas que se hallan privadas de la libertad, que es una obligación del Estado el garantizar a los mismos el acceso efectivo y oportuno a los servicios de salud. Al respecto se ha indicado:

“Teniendo en cuenta lo anterior, es preciso recordar que la garantía del derecho a la salud no puede ser suspendida ni restringida a quienes se encuentran privados de la libertad, en tanto su desconocimiento afecta otros derechos fundamentales como la vida y la dignidad humana. Al respecto, la Corte ha sostenido lo siguiente:

 

“En el campo de la salud es claro que, por su misma circunstancia, quien se encuentra privado de la libertad no goza de autonomía -como la persona libre- para acudir al médico cada vez que lo desee o necesite, y que, por lo general, tampoco le es posible escoger a los facultativos que deban examinarlo, tratarlo u operarlo. Ha de someterse a unas reglas generales y predeterminadas, indispensables por razones de organización y seguridad.

 

[…]
  

El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura” 
.
 
El derecho a la salud de las personas privadas de la libertad debe entonces ser garantizado en condiciones de igualdad, no solo porque se encuentra estrechamente vinculado con los derechos a la vida y a la dignidad humana, sino también “por la relación especial de sujeción del interno con el Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo
”.

En el presente asunto se evidencia que luego de las revisiones médicas por parte de galeno adscrito al Hospital Universitario San Jorge de Pereira, se le ordenó consulta por la especialidad de urología a la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES, profesional que a su vez dispuso la práctica de valoración especializada  y diversos exámenes -urodinamia estándar,  y dilatación de uretra por uretrotomia externa-
, al habérsele diagnosticado “OTRAS CISTÍTIS CRÓNICAS”, pero aun así se puede apreciar que entre el momento en que dichos procedimientos le fueron ordenados -mayo 9 de 2017- y hasta la fecha de interposición de la acción constitucional -febrero 01 de 2018- los mismos al parecer no le habían sido autorizados, lo que por supuesto ameritó la inconformidad de la interna.
Mírese que solo con ocasión de la interposición de la acción constitucional se procedió por parte de las accionadas a adelantar los trámites pertinentes para lograr las autorizaciones y atenciones médicas que necesitaba la señora HIGUITA QUIÑONES. Ello se aprecia de lo indicado por la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira, al dar contestación a la respuestas y lo ratifica la USPEC, cuando en la impugnación señalan que se autorizaron los exámenes que desde hacía más de 9 meses le habían sido prescritos a la accionante.

Es claro entonces que ante la omisión de las entidades encargadas de atender la situación médica de la interna HIGUITA QUIÑONES, y ante la circunstancia esgrimida por la accionante, se hacía necesaria la intervención de la juez constitucional, por cuanto está en juego la salud y la vida digna de una reclusa, quien por encontrarse privada de su derecho de locomoción, no está en condiciones de solicitar en forma directa el cuidado asistencial que requiere. 
Precisamente por ello, el Gobierno Nacional reglamentó el esquema de prestación del cuidado en salud a la población privada de la libertad y se creó el Fondo Nacional de Salud de este grupo poblacional, momento a partir del cual se señaló que dichos recursos los manejaría una entidad fiduciaria que sería contratada por la Unidad Nacional de Servicios Penitenciarios y Carcelarios -USPEC-, la cual suscribió el contrato de fiducia mercantil # 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 -conformado por la Fiduprevisora S.A. y la Fiduagraria S.A.- para tal efecto. 

Frente al servicio de salud de la población privada de la libertad y con el fin de establecer quien tiene la competencia en su prestación, habida cuenta que durante la contestación de la tutela la USPEC señaló que era únicamente del Consorcio, con fundamento en sentencia de tutela de la Sala Penal de la Corte Suprema de Justicia
, considera la Sala que tal postura fue recogida por esa misma Corporación en reciente jurisprudencia
, la cual es de importancia traer a colación para esclarecer tal aspecto:
“El artículo 66 de la Ley 1709 de 2014 ordenó al Ministerio de Salud y a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC- la creación de un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Para ello creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, al que encargó la contratación de la prestación de servicios de salud a todas las personas en tal situación.

En desarrollo de lo anterior, la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil 331 de 2016 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC. 

Por su parte, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 expedido por el Gobierno el 24 de noviembre de 2015, establece que en desarrollo de las funciones previstas en el Decreto 4150 de 2011, corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad.

En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

En consecuencia, la obligación en cabeza de la USPEC de asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017. Si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones. Así lo ha considerado la jurisprudencia especializada (Cfr. CC T- 127 de 2016)”.

Se aprecia entonces, sin lugar a equívoco alguno, que es el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017 el responsable de la prestación de los servicios asistenciales de la población privada de la libertad, lo cual se realiza por intermedio de las IPS o ESE con las cuales se efectúa la contratación para el cuidado médico de dicha población, sin dejar de lado, como lo indicó con suficiencia la jurisprudencia referida, que la USPEC no pierde la condición de principal obligada en velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Así mismo el Centro de Reclusión también juega un papel de importancia, por cuanto es allí donde se deben adelantar las gestiones pertinentes, no solo para pedir a través del contac-center del Consorcio las solicitudes de autorizaciones de remisión a especialistas, citas médicas, procedimientos, o tratamientos que le sean prescritas a las internas, sino la posterior remisión de la enferma a las IPS donde será atendida.

En este caso se aprecia que aunque a la señora HIGUITA QUIÑONES desde mayo 9 de 2017 se le ordenaron varios procedimientos -Urodinamia estándar, consulta especializada en Urología,  dilatación de uretra por uretrotomia externa-, y pese a que al parecer enviaron tales requerimientos a la FIDUPREVISORA para su autorización, ninguna otra gestión se realizó por parte de la Reclusión de Mujeres para que estos se concretaran y tan solo  con ocasión de la interposición de esta acción constitucional se logró tal cometido, por lo que se advierte que la gestión de dicho centro carcelario también fue ineficiente.

Se observa entonces que todas esas entidades deben obrar de manera articulada, y en el ámbito de sus competencias, para lograr no solo que a la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES, sino a la totalidad de la población privada de la libertad, se le brinde la atención médica que requiera. En consecuencia, no debió la señora juez apenas exhortar a la USPEC para que brindara la colaboración necesaria, sino que debió impartirle una orden en tal sentido, y por ende esta Corporación modificará el fallo confutado en consonancia con lo que se ha plasmado con antelación, habida cuenta del papel que en estos asuntos tiene la USPEC, como se tiene decantado jurisprudencialmente.
Ahora bien, ante la inconformidad que esgrimieron los impugnantes con respecto a la orden de la juez al disponer el tratamiento integral para la patología que padece la actora, debe decir la Sala que la misma no puede quedar desprovista por tanto de la posibilidad que se le otorgue un cuidado médico eficiente, máxime cuando la dolencia que padece puede mutar en una de mayor gravedad y por ende se considera imperativo que frente a dicha situación especial, por parte de los actores del sistema de salud de la población carcelaria, se den los pasos necesarios para garantizar que la atención en salud de la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES sea oportuna, eficaz y principalmente continua. 

En relación con los fines de la orden de atención integral por parte de la Corte Constitucional se ha indicado lo siguiente: 

“17.- De otro lado, no es aceptable que la negativa del reconocimiento de la prestación integral del servicio de salud, se fundamente en que no es posible para el juez de tutela dictar órdenes indeterminadas ni reconocer mediante ellas prestaciones futuras e inciertas, lo cual es acertado a la luz de la jurisprudencia de esta Corporación.  Sin embargo, de lo que se trata es de procurar que el juez establezca criterios que hagan determinable aquello que ordena con fundamento en los conceptos del médico tratante. Y, ello se logra si junto al mandato de reconocer atención de salud, muchas veces integral, se informa sobre la condición de la persona que requiere dicha atención o se remite a un especialista para que especifique esta condición.

18.- En este orden, el principio de integridad de la garantía del derecho a la salud, ha encontrado en la jurisprudencia de la Corte Constitucional criterios puntuales a partir de los cuales se configura la obligación de prestar de manera integral el servicio de salud. Así, cumplidos los presupuestos de la protección del derecho fundamental a la salud por medio de la acción de tutela
, ante la existencia de un criterio determinador de la condición de salud de una persona, consistente en que se requiere un conjunto de prestaciones en materia de salud en relación con dicha condición, siempre que sea el médico tratante quien lo determine, es deber del juez de tutela reconocer la atención integral en salud.”
 

No obstante que la accionante en su escrito hizo alusión que padecía “nefrolitiasis” 
, el cual ya degeneró en una “hidronefrosis bilateral” 
, en el estudio de la historia médica allegada al asunto no se encontró anotación alguna al respecto, pero no obstante se aprecia que el diagnóstico que el especialista en urología le dio es el de “OTRAS CISTÍTIS CRÓNICAS” 
 , pero tanto las que menciona la accionante, como la referida por el galeno tratante, tienen que ver con problemas que pueden llegar a comprometer sus riñones, por lo cual se hacía indispensable disponer un cubrimiento integral, en tanto lo que se busca es la protección y garantía de los derechos fundamentales a la salud y a una vida en reclusión en óptimas condiciones.

En cuanto al disenso del apoderado del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL, al ordenársele “suministrar” procedimientos, citas, insumos y el tratamiento integral, contenido en el numeral 3° del fallo, orden que en su sentir debió darse al establecimiento Penitenciario, basta señalar que ello obedece a un errado entendimiento del impugnante, por cuanto de la literalidad del mencionado numeral se aprecia, sin lugar a equívoco alguno que el mandato para el Consorcio está encaminado a que: “suministre los recursos, contrate y realice las demás gestiones administrativas”, con miras a que puedan ser autorizadas las actividades médicas que requiere la actora, y ello, en sentir del Tribunal, sí es una labor que a ellos les compete.

Por lo anterior, en consonancia con lo analizado por la jueza de primer nivel, se concluye que los derechos fundamentales a la vida, salud y dignidad humana de la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES han sido quebrantadas por el aludido Consorcio, la USPEC y la Reclusión de Mujeres de Pereira. En consecuencia, se confirmará parcialmente la decisión proferida por la titular del Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas, en cuanto el fallo se modifica únicamente en el sentido de disponer que serán tanto el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, la USPEC, como la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira  quienes de manera conjunta y en el ámbito de sus competencias, los que cumplan las órdenes plasmadas en los numerales 2° y 3° del referido fallo.
6.- DECISIÓN 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, Sala Penal, administrando justicia en nombre de la República y por mandato de la Constitución y la ley,  

FALLA

PRIMERO: SE CONFIRMA PARCIALMENTE la sentencia proferida por el Juzgado Primero Penal del Circuito de Dosquebradas (Rda.) en cuanto amparó los derechos fundamentales a la vida, salud y dignidad humana de que es titular la señora ANDREA DE JESÚS HIGUITA QUIÑONES, pero se MODIFICA en el sentido de ordenar que serán tanto el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2017, la USPEC, como la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira, quienes de manera conjunta y en el ámbito de sus competencias, los que deberán acatar las disposiciones plasmadas en los numerales 2° y 3° del referido fallo.
SEGUNDO: SE EXHORTA a la Directora de la Reclusión de Mujeres de Pereira para que le brinde el acompañamiento requerido a la accionante con miras a que los servicios médicos asistenciales que necesita se cumplan sin dilación alguna.

TERCERO: Por secretaría se remitirá el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados, 

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

El Secretario de la Sala 

WILSON FREDY LÓPEZ
� Sentencia T-190 de 2013.


� Sentencia T-535 de 1998.


� Sentencia T-535 de 1998. Reiterada en la sentencia T-388 de 2013.


� Sentencia T-185 de 2009.


� Sentencia T-127 de 2016.


� Ver folio 07 y 08 del expediente.


� CSJ STP, 9 jun. 2016, Rad. 86020.


� CSJ STP, 7 dic. 2017, Rad. 95608.


� Fundamento jurídico número 10 de esta sentencia. Que se trate de: (i) prestaciones concretas incluidas en los planes obligatorios siempre que su negativa no se haya fundamentado en un criterio estrictamente médico y, (ii) situaciones en las que su contenido no puede ser identificado con las prestaciones de los planes obligatorios, porque se refiere a la incapacidad económica de asumir una prestación excluida de dichos planes junto con la necesidad de garantizarla en razón a, por un lado, que se trate de un sujeto de especial protección constitucional (menores, población carcelaria, tercera edad, pacientes que padecen enfermedades catastróficas, entre otros), o por otro, que se trate de una situación en la que se puedan presentar argumentos válidos y suficientes de relevancia constitucional, que permitan concluir que la falta de garantía del derecho a la salud implique un desmedro o amenaza de otros derechos fundamentales de la persona, o un evento manifiestamente contrario a la idea de un Estado constitucional de derecho.


� Cfr. Sentencia T-398  de 2008.


� Los cálculos renales (litiasis renal, nefrolitiasis) son depósitos duros de minerales y sales que se forman dentro de los riñones. Ver página web: � HYPERLINK "https://www.mayoclinic.org/es-es/diseases-conditions/kidney-stones/symptoms-causes/syc-20355755" �https://www.mayoclinic.org/es-es/diseases-conditions/kidney-stones/symptoms-causes/syc-20355755� 


� “Es el agrandamiento (distensión) de la pelvis y de las estructuras recolectoras de orina de ambos riñones. Bilateral significa en ambos lados. La hidronefrosis bilateral se presenta cuando la orina no puede bajar desde el riñón por los uréteres hasta la vejiga. La hidronefrosis en sí no es una enfermedad, sino más bien un resultado físico de cualquier enfermedad que impide el drenado de la orina fuera de los riñones, los uréteres y la vejiga”. Ver página Web: � HYPERLINK "http://www.salud180.com/salud-z/hidronefrosis-bilateral" �http://www.salud180.com/salud-z/hidronefrosis-bilateral�. 


� “«Cistitis» es el término médico para la inflamación de la vejiga. La mayoría de las veces, la inflamación es causada por una infección bacteriana y se llama «infección urinaria». Una infección en la vejiga puede ser dolorosa y molesta, y puede volverse un problema de salud grave si la infección se disemina a los riñones”. Ver página web: � HYPERLINK "https://www.mayoclinic.org/es-es/diseases-conditions/cystitis/symptoms-causes/syc-20371306" �https://www.mayoclinic.org/es-es/diseases-conditions/cystitis/symptoms-causes/syc-20371306�
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